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Síntesis 

Descriptiva  

Interpuesto por el Consejo de Gobierno de La Rioja en relación con 

diversos preceptos de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de 

Reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña. 

Síntesis 

Analítica  

Principio de bilateralidad en las relaciones de la Generalitat de Cataluña 

con el Estado; competencias en materia de aguas, vertidos, transporte 

marítimo y fluvial y denominaciones e indicaciones geográficas y de 

calidad; financiación autonómica: extinción parcial del recurso e 

interpretación de preceptos legales (STC 31/2010).  

 

II. Fundamentos jurídicos 
 

7. El Gobierno de La Rioja recurre, por último, diversos preceptos en 

materia de régimen de financiación autonómica. Se refiere, en primer 
lugar, al art. 201 EAC, sin concretar ninguno de sus apartados. Sin 

embargo, teniendo en cuenta los argumentos para sustentar su 
inconstitucionalidad, que han sido ampliamente expuestos en los 

antecedentes, sólo pueden considerarse impugnados los apartados 3 
y 4, ambos relacionados con la creación de la Comisión Mixta de 

Asuntos Económicos y Fiscales Estado-Generalitat, único aspecto que 
se discute. 

 
El art. 201.3 EAC, en relación con el art. 210 EAC, ha sido impugnado 

señalando que la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y Fiscales 
Estado-Generalitat vulnera el principio constitucional de coordinación 

entre las Haciendas autonómicas y estatal. Esta alegación, por haber 
sido sustentada en idénticos argumentos, debe desestimarse con 

remisión a lo sostenido en el fundamento jurídico 131 de la STC 

31/2010, de 28 de junio. 
 

Se denuncia asimismo la inconstitucionalidad del art. 201.4, en 
relación con la disposición adicional cuarta EAC, por atentar contra el 

art. 138.2 CE y contra el art. 2.1 c) de la Ley Orgánica de financiación 
de las Comunidades Autónomas (LOFCA), ya que al amparo de dicha 

disposición adicional la determinación de los supuestos en que se 
produzca una discriminación respecto de Cataluña y el 

reconocimiento de las balanzas fiscales queda en manos de la 
Comisión Mixta Estado- Generalitat sin que las restantes 

Comunidades se pronuncien al respecto. 
 

http://hj.tribunalconstitucional.es/HJ/ca/Resolucion/Show/6777#complete_resolucion


En los fundamentos jurídicos 131 y 134 de la STC 31/2010 hemos 

analizado el alcance del art. 201.4 EAC, considerando que no vulnera 
la Constitución. La conclusión ahí alcanzada no resulta alterada por la 

conexión del art. 201.4 con la disposición adicional cuarta, pues esta 

última sólo prevé una actuación instrumental de la Comisión Mixta 
Estado-Generalitat de Asuntos Económicos y Fiscales, cuyas 

funciones hemos considerado que se acomodan a la Constitución 
interpretadas según lo señalado en el fundamento jurídico 135 de la 

STC 31/2010. 
 

Por consiguiente la impugnación del art. 201, apartado 4, en relación 
con la disposición adicional cuarta, debe rechazarse.  

 
 

8. El Gobierno de La Rioja aduce que el art. 202.3 b) EAC (en relación 
con las disposiciones adicionales séptima, octava, novena, décima y 

undécima) es inconstitucional por cuanto obvia la relación de 
multilateralidad con las demás Haciendas autonómicas prevista por el 

bloque de la constitucionalidad, obligando al Estado a modificar la 

normativa sobre cesión de tributos. 
 

Previamente al examen de las concretas alegaciones de 
inconstitucionalidad que se realizan procede indicar que, pese a 

dirigirse formalmente contra el artículo 202.3 b), el recurso no 
contiene ningún razonamiento justificativo de la inconstitucionalidad 

del artículo que, por otra parte, prácticamente reproduce los artículos 
157.1 a) CE y 4.1 c) LOFCA, y tampoco argumenta sobre la 

inconstitucionalidad de la disposición adicional undécima. De modo 
que procede la desestimación de la impugnación de ambos preceptos. 

 
Con relación a la disposición adicional séptima -relación de tributos 

cedidos-, el recurso señala que esta disposición, no sólo establece 
para el legislador estatal la obligación de remitir un proyecto de ley a 

las Cortes, sino que también predetermina el contenido de dicho 

proyecto de ley, que debe coincidir con el acuerdo de la Comisión 
Mixta, determinando con ello un condicionamiento del ejercicio de la 

competencia estatal sobre la cesión de tributos. 
 

Sin perjuicio de señalar que una disposición similar estaba presente 
en el Estatuto de Autonomía de Cataluña de 1979, así como en la 

práctica totalidad de los restantes Estatutos, incluido el de La Rioja, 
en cuanto a la previsión de la adopción de un acuerdo por la Comisión 

Mixta, que obliga al Gobierno a tramitarlo como proyecto de ley o 
como Decreto-ley -lo que constituye el reproche de la demanda-, 

hemos considerado que esta garantía procedimental no vulnera la 
Constitución (STC 31/2010, FJ 136), lo que debemos reiterar. 

 
En consecuencia esta impugnación no puede prosperar. 



 

Tampoco puede prosperar la denuncia de la inconstitucionalidad del 
art. 202.3 b) en relación con las disposiciones adicionales octava, 

novena y décima, que exigen que el primer proyecto de ley de cesión 

de impuestos recoja unos porcentajes de cesión de tributos estatales 
en las cantidades queridas en el Estatuto. Estas disposiciones 

adicionales no son contrarias a la Constitución siempre y cuando se 
interpreten en el sentido establecido en el fundamento jurídico 137 

de la referida STC 31/2010, al que nos remitimos.  
 

 
9. La demanda considera que los apartados 1 y 4 del art. 204 EAC, 

en relación con la disposición final segunda EAC, resultan 
inconstitucionales por reconocer al Parlamento de Cataluña la 

capacidad de regular las atribuciones de la Agencia Tributaria de 
Cataluña en los procedimientos que afecten a tributos estatales 

cedidos totalmente a la Generalitat, lo cual contradice lo dispuesto en 
los arts. 10 y 19 LOFCA. 

 

Esta impugnación de los apartados 1 y 4 del art. 204 EAC no puede 
prosperar, en cuanto que en nuestra STC 31/2010, FJ 132, al que nos 

remitimos en su integridad, hemos desestimado idéntica impugnación 
y por los mismos motivos. 

 
Por fin, la previsión de la disposición final segunda EAC según la cual 

la Agencia Tributaria de Cataluña debe crearse por ley del Parlamento 
catalán no resulta contraria a la Constitución, toda vez que esta 

norma no tiene como objetivo la regulación de los aspectos 
sustantivos del sistema tributario, limitándose a prever que la 

Agencia será creada por una ley del Parlamento catalán, a aprobar en 
el plazo de un año a partir de la entrada en vigor del Estatuto. 

Estamos, por lo tanto, ante una habilitación para la creación de un 
organismo autonómico, sin que del tenor del precepto pueda 

deducirse habilitación para regular aspectos de los tributos cedidos 

que sean de competencia estatal. En consecuencia debe rechazarse 
también la impugnación de la disposición final segunda EAC.  

 
 

10. El Gobierno recurrente sostiene que el art. 205 EAC, que prevé 
que la revisión por la vía administrativa de los actos de gestión 

tributaria dictados por la Agencia Tributaria de Cataluña derivados de 
la gestión de los tributos cedidos totalmente a la Generalitat 

corresponda a los órganos económico-administrativos de la 
Generalitat, es contrario a la CE y al art. 20 LOFCA. Según su parecer 

este artículo estatutario supone un desapoderamiento de los 
tribunales económico- administrativos del Estado de una competencia 

no susceptible de delegación. 
 



De acuerdo con lo establecido por la STC 31/2010, FJ 133, la 

referencia del art. 205 a “sus propios órganos económico-
administrativos” tiene una dimensión exclusivamente 

autoorganizadora, sin que dicho nomen atraiga hacia la Generalitat 

cualquier competencia revisora en la vía económico- administrativa, 
competencia que sólo puede establecer la ley estatal. 

 
En suma, puesto que el art. 205 EAC no afecta a la competencia del 

Estado en el establecimiento del alcance de la autonomía financiera 
de las Comunidades Autónomas, su impugnación debe rechazarse.  

 
 

11. La impugnación del art. 206 EAC se circunscribe a los apartados 3 
y 5, que se consideran contrarios a los arts. 158.1 CE y 15 LOFCA, es 

decir, al modelo y al régimen de asignaciones de nivelación que 
concretan el principio de solidaridad. 

 
El art. 206, apartados 3 y 5 EAC, ha sido impugnado con el 

argumento de que vulnera el orden constitucional de distribución de 

competencias y los principios de solidaridad y redistribución de la 
riqueza, consagrados en los arts. 2, 138, 139 y 158.1 CE, al incluir el 

condicionamiento de la aportación de la Generalitat a la nivelación y 
solidaridad con las demás Comunidades Autónomas a que éstas 

“lleven a cabo un esfuerzo fiscal también similar” al que ella misma 
realice (art. 206.3 EAC) y a que no altere en ningún caso la posición 

de Cataluña en la ordenación de rentas per cápita entre las 
Comunidades Autónomas antes de la nivelación (art. 206.5). 

 
La STC 31/2010, de 28 de junio, declaró que el art. 206.3 no vulnera 

la Constitución, salvo su inciso “siempre y cuando lleven a cabo un 
esfuerzo fiscal también similar” (apartado 2 del fallo). Por tanto, en la 

medida en que la impugnación de este precepto recae sobre un inciso 
que ya ha sido declarado nulo, ha perdido objeto respecto del mismo, 

desestimándose la impugnación del resto del precepto. 

 
Asimismo declaró que el art. 206.5 EAC no es contrario a la 

Constitución interpretado en el sentido expuesto en su fundamento 
jurídico 134, al que debemos remitirnos. 

 


